

		

			[image: AF__politicas_reformas.png]

		




		

			

				[image: ]

			


		




		

			©	Natalia Caicedo Camacho, editora, 2020 


			De estaedición:


			©	Universidad del Pacífico


			Jr. Gral. Luis Sánchez Cerro 2141


			Lima 15072, Perú


			Políticas y reformas migratorias en América Latina. Un estudio comparado


			Natalia Caicedo Camacho (editora)


			1.ª edición digital: junio de 2020


			Diseño de la carátula: Ícono Comunicadores


			ISBN ebook: 978-9972-57-441-2


			

				

					

				

				

					

							

							BUP


							Políticas y reformas migratorias en América Latina. Un estudio comparado / Natalia Caicedo Camacho, editora. -- 1a edición. -- Lima: Universidad del Pacífico, 2020. 


								312 p. 


							1. Emigración e inmigración -- Legislación -- América Latina


							2. Política migratoria -- América Latina


							3. Migrantes -- Situación legal -- América Latina


							4. Refugiados -- Situación legal -- América Latina


							I. Caicedo Camacho, Natalia, editor.


							II. Universidad del Pacífico (Lima)


							   


							342.81		 (SCDD)


						

					


				

			


			La Universidad del Pacífico no se solidariza necesariamente con el contenido de los trabajos que promueve y publica. Prohibida la reproducción parcial o total de este texto por cualquier medio sin permiso de la Universidad del Pacífico.


			Derechos reservados conforme a Ley.


		


		

			Índice


			Presentación


			I Estudio introductorio


			1. 	Evolución, rasgos comunes y tendencias de las políticas y reformas migratorias en América Latina


			Natalia Caicedo Camacho, David Moya Malapeira, Karlos Castilla Juárez, Alba Alonso Díez


			II Análisis de la legislación y las políticas migratorias. Estudio comparado por países


			2. 	Legislación y políticas migratorias en Argentina


			Lucila Nejamkis Rubellin, Lila García


			3. 	Avances y retrocesos de la legislación y las políticas migratorias en Brasil


			José Antônio Peres Gediel, Soledad Castillo Jara


			4. 	La regulación jurídica de la inmigración en Chile. Un análisis crítico	


			Jaime Bassa Mercado, Fernanda Torres Villarrubia 


			5. 	Políticas y legislación migratoria en Colombia 


			Natalia Caicedo Camacho, Soledad Castillo Jara


			6. 	La Ley Orgánica de Movilidad Humana del Ecuador: los límites de la regularidad e irregularidad de la movilidad


			Javier Arcentales Illescas


			Gardenia Chávez Núñez


			7. 	Legislación y política migratoria mexicana	


			Felipe Sánchez Nájera


			8. 	La legislación migratoria en Perú: entre la promoción de los derechos humanos y la seguridad nacional


			Luisa Feline Freier, Valeria Aron Said


			III Estudios transversales. Tendencias regionales sobre migraciones 


			9. 	El estatuto jurídico del inmigrante en el derecho internacional. Especial referencia al Sistema Interamericano de Derechos Humanos,


			Laura García-Juan


			10. 	Desarrollo e implicaciones de la integración regional latinoamericana sobre las políticas migratorias de los Estados


			Natalia Caicedo Camacho 


			11. 	Regímenes migratorios en América del Sur: la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones	


			Cristián Doña Reveco, Mayra Feddersen


			Siglas y abreviaturas usadas


			Sobre los autores	


		


		

			Presentación1


			El presente trabajo es fruto de la colaboración entre diversos profesores e investigadores de varias universidades latinoamericanas y españolas preocupados por abordar la regulación jurídica del fenómeno migratorio y de los refugiados desde una perspectiva comparada en la región. Tradicionalmente, los estudios comparativos, que en muchas ocasiones utilizan como referente al legislador, aluden a los Estados norteamericanos o a países de la Unión Europea que cuentan con una amplia experiencia en la gestión de la inmigración, pero cuyo contexto y problemas son muchas veces muy distintos. Además, en ocasiones son muy restrictivos en su enfoque, cuando no notablemente inadecuados como fuente de inspiración para otros países. Lo cierto es que la región latinoamericana ofrece experiencias sumamente interesantes y enfoques notablemente distintos sobre la gestión de los flujos y la protección de los refugiados que merecen ser puestos en valor, pues los avances y la experiencia de algunos países constituyen referencias inexcusables, especialmente para algunos de sus vecinos.


			En el caso de la región latinoamericana, al igual que en otras regiones geográficas, conviven países emisores, de tránsito y de destino de migración, así como países en los cuales se dan dos o incluso tres de esas situaciones a la vez, como es el caso de México o Perú. De hecho, en la región confluyen flujos migratorios regionales internos o regionales –de manera muy notable en este inicio de siglo– y al mismo tiempo esta se presenta como una región que absorbe las migraciones procedentes de otros continentes. Por otra parte, en Latinoamérica presentan una especial relevancia las migraciones transfronterizas, ya que en general los Estados comparten fronteras con dos o más países y, por ende, la movilidad en las fronteras resulta un elemento muy propio en la realidad social diaria desde hace décadas. Esta riqueza del fenómeno migratorio en Latinoamérica ofrece por consiguiente un marco único de oportunidad para reflexionar sobre los fenómenos migratorios y su regulación desde una perspectiva plural y compleja.


			En los países estudiados en este volumen se observa tanto una mayor conciencia del fenómeno como de la necesidad de regularlo con normas más modernas y eficaces, pero también más ambiciosas en términos de derechos. La adecuación del ordenamiento jurídico a los nuevos flujos migratorios y de refugiados es una necesidad compartida por los distintos Estados en los que se enfoca este estudio. En este sentido, varios países latinoamericanos han promulgado una ley de migraciones que busca responder al nuevo contexto migratorio y aquellos que aún mantienen una normativa antigua, o que carecen de ella, se encuentran inmersos en el debate político y social marcado por los proyectos legislativos presentados en las cámaras legislativas. 


			Junto a los dos motivos mencionados, que de por sí son suficientes para justificar este trabajo, existe un tercero que viene dado por los sustanciales avances en la integración supranacional. Si bien es cierto que los acuerdos regionales sobre migraciones de los diferentes organismos revisten formas diversas, las implicaciones en materia de movilidad son innegables. La creación de la ciudadanía del Mercado Común del Sur (Mercosur) y la atribución de derechos de movilidad y residencia supuso la gran apuesta por configurar un estatuto migratorio común para los migrantes de la comunidad Mercosur, lo cual, a la vez, promueve y facilita el movimiento de nuevos flujos migratorios entre los Estados miembros. En la Comunidad Andina (CAN), aún con avances menores, propuestas en materia de seguridad social o visados demuestran que la movilidad humana ha pasado a formar parte de las prioridades de la agenda política de los procesos de integración supranacional. 


			En atención a todo lo anterior, el presente trabajo analiza la normativa migratoria de siete países (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Perú y México), así como los principales instrumentos internacionales de carácter regional que facilitan la aproximación normativa en materia de migraciones y derechos de los migrantes, como el Mercosur, la CAN, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones (CSM) y, en el ámbito de su jurisdicción sobre derechos humanos, también muy destacadamente la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). 


			El libro cuenta con un estudio preliminar que pone de relieve los elementos principales que surgen de una lectura conjunta de las regulaciones nacionales con los parámetros supranacionales establecidos en los marcos anteriormente mencionados. Con ello, intentaremos apuntar al final de dicho estudio algunas conclusiones y propuestas que puedan contribuir a su evolución futura. A estos efectos, se ofrecen en las siguientes líneas los resultados de la comparación de los marcos nacionales de los países agrupados por ejes temáticos.


			Finalmente, una precisión terminológica relativamente necesaria. El equipo de coordinación ha intentado minimizar en lo posible la variedad de expresiones técnicas utilizadas en la descripción del régimen legal migratorio y de refugio, intentando emplear las expresiones más estandarizadas y extendidas, pero al igual que los diferentes modos del español gozan de una idiosincrasia propia en cada país, en ocasiones ha sido imposible aproximarlas, de modo que una misma palabra puede incorporar significados distintos en función del país. Tres ejemplos resultan significativos. El primero y más destacado lo ofrece el término «visa», que en la mayor parte de países identificaríamos con los visados exigidos en el país de origen con anterioridad a la entrada y generalmente breve estancia en el territorio de otro Estado, pero que raramente se emplea para señalar la residencia; sin embargo, en Ecuador y Colombia justamente el término «visa» designa cualesquiera de las autorizaciones administrativas (incluidas las de residencia). El segundo ejemplo es el de los términos «deportación» y «expulsión», que en México se aplican a medidas de alejamiento distintas y no de manera sinónima como sí ocurre en otros países. El tercer ejemplo nos lo ofrece la «residencia permanente», que en algunos países se denomina indefinida, pero que en Perú se conoce simplemente como residencia, sin más adjetivos, frente a la «calidad» migratoria temporal. Como siempre, en derecho la precisión terminológica es relevante, por lo tanto, un lector advertido deberá transitar a lo largo de estas páginas con esta prevención en mente.


			Natalia Caicedo Camacho 


			Barcelona, septiembre de 2019


			


			

				

					1	La edición de este libro se cerró en septiembre de 2019, por lo que algunas de las reformas sucedidas en los últimos meses no se han incorporado.


				


			


		




		

			I. Estudio introductorio


			1. Evolución, rasgos comunes y tendencias de las políticas y reformas migratorias en América Latina


				Natalia Caicedo Camacho	Karlos Castilla Juárez


				Universidad de Barcelona, España	Universidad de Barcelona, España


				David Moya Malapeira	Alba Alonso Díez


				Universidad de Barcelona, España	Sicar, Barcelona, España


			1.1	El fenómeno migratorio en Latinoamérica. Evolución y antecedentes de la normativa migratoria actual


			Podría considerarse que el fenómeno migratorio en América Latina es parte de su propia conformación e historia. Los procesos de colonización convirtieron al continente latinoamericano en una región de migraciones, primero de los colonizadores europeos y posteriormente por la migración forzosa del tráfico de esclavos provenientes de África. Tras los procesos de Independencia, el continente latinoamericano vivió un período de estancamiento de los flujos de entrada, para reanudarse a finales del siglo XIX y durante la primera mitad del XX –con la llegada de inmigrantes de Europa, Medio Oriente, China y Japón–. Los movimientos más contemporáneos datan del inicio del nuevo siglo y están marcados por una amplia movilidad regional1.


			Hasta finales de la década de 1940, la región vivió una etapa de gran crecimiento demográfico y de incipientes migraciones rurales hacia las ciudades, mientras que los procesos de migración regional o internacional no fueron particularmente significativos. A partir de la década de 1950, y a propuesta de la Cepal, América Latina adoptó un modelo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI), especialmente de los bienes industriales, que pasaron a producirse en cada uno de los países en la región, lo cual a su vez promovió una migración masiva campo-ciudad dentro de los distintos países, la cual fue de trascendental importancia tanto para la organización social como para la organización económica de la región. Los resultados de la ISI fueron, no obstante, desiguales en las distintas economías de la región y, del mismo modo, la migración chocó con la realidad efectiva de cada proceso. Por ejemplo, en términos relativos, las economías de Brasil, México y Argentina tuvieron un crecimiento importante en atención a la ISI, cuestión que no sucedió en las de países tales como Colombia, Perú, Ecuador o Costa Rica. Además, una parte significativa de la migración campo-ciudad no se benefició de la ISI, contribuyendo a incrementar los asentamientos informales o precarios en las ciudades industriales de América Latina y dando lugar a las famosas «favelas» de Río de Janeiro, los conocidos como «ranchos» en Venezuela o las «comunas» en Medellín, por mencionar solo algunos. 


			Por otra parte, los efectos de la aplicación del modelo keynesiano imperante en el mundo occidental desde prácticamente el fin de la Segunda Guerra Mundial permitieron lograr «25 gloriosos» años de crecimiento económico también para América Latina, gracias a una fuerte intervención del Estado en la economía, la cual se iría reduciendo hasta su ocaso a finales de la década de 1970. La conocida como estangflación, es decir, estancamiento económico con inflación, marcó el declive de la política keynesiana en una parte del mundo y la emergencia del neoliberalismo, antítesis del keynesianismo. América Latina, al igual que muchas otras economías, resintió el fenómeno de la estangflación, agravado en su caso por una devaluación galopante. Al mismo tiempo, la Guerra Fría y la dinámica de confrontación ideológica, política e incluso militar entre los Estados Unidos y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) (y sus respectivos aliados) se trasladaron a muchos terceros países, algunos de ellos en América Latina, donde se entrelazarán con las tensiones locales, llegando a generar conflictos armados, cambios de régimen y profundas fracturas sociales. Los golpes de Estado y la imposición de dictaduras militares en numerosos países, en especial, en Chile, Argentina o Uruguay, generaron un flujo notable de exiliados y migraciones forzosas hacia otros países de la región, como México y Brasil (donde también se había impuesto una dictadura militar, al igual que en Paraguay, con numerosos exiliados), así como hacia Europa y Estados Unidos. Del mismo modo, las dictaduras, los conflictos armados y la terrible represión desatada en algunos países centroamericanos (Nicaragua, Guatemala, Honduras, El Salvador) provocaron un éxodo de miles de exiliados, pero también la expulsión forzosa de sus casas de poblaciones enteras. 


			No será hasta la década de 1980 que muchos de los regímenes militares o dictatoriales den paso lentamente a procesos de reforma democrática y de reconciliación de naturaleza y progresión muy distintas. No obstante, la desaparición de la dinámica de bloques dejó el camino expedito para la hegemonía del modelo neoliberal que en los años 1980 condujo a un crecimiento geométrico de la deuda pública y privada (la «década perdida») en Latinoamérica, al aumento del desempleo, a restricciones a los derechos laborales y a la privatización de los activos sociales manejados por el Estado. La década de 1990 y el principio del siglo XXI estuvieron marcados por crisis económicas en la gran mayoría de los países latinoamericanos, las cuales tuvieron como efecto un aumento más que significativo de los flujos migratorios de salida, especialmente hacia Estados Unidos y Europa. Casos como Colombia, Ecuador y Bolivia son paradigmáticos. Y también los países del Cono Sur, aunque su éxodo migratorio fuera proporcionalmente menor.


			Evidentemente, los procesos económicos y migratorios descritos afectaron de manera distinta a cada uno de los países de la región. En este sentido, resulta complejo ofrecer una imagen única y estática de las migraciones, pero sí es posible incluir algunas tendencias generales por regiones y períodos que, con sus obvias limitaciones, demuestran ciertos patrones para un mejor entendimiento de esta publicación. 


			Así, al hablar de la región centroamericana, no podemos sino ubicarla como una zona de origen y de tránsito de migración hacia Estados Unidos. Las guerras civiles surgidas durante los años 1980 provocaron un desplazamiento sin precedentes desde Centroamérica hacia el norte; un movimiento que, si bien es de larga data (como en el caso mexicano), se intensificó desde aquella década en adelante. Las graves situaciones económicas y de violación de derechos humanos que aún hoy aquejan a la región contribuyen a que este flujo –proveniente de todo el continente, pero con especial énfasis desde Mesoamérica y el Caribe– mantenga su fuerza2. 


			La zona andina ha tenido y aún tiene sus propias dinámicas migratorias. Así, mientras que históricamente Colombia se había situado como país de emigración debido al conflicto armado existente desde hace más de 60 años, aunque principalmente a la crisis del sistema financiero de finales de la década de 1990, en los últimos años, los recientes flujos migratorios provenientes de Venezuela han forzado una respuesta por parte del Gobierno colombiano con medidas y políticas a marchas forzosas y muy condicionadas por esta coyuntura. Ecuador, histórico emisor de población a causa de las crisis económicas, ha llegado, no obstante, a convertirse en uno de los países latinoamericanos con mayor número de solicitudes de asilo otorgadas. Aun más, Ecuador se sitúa como el primer país que ha reconocido constitucionalmente la ciudadanía universal y cuenta con un porcentaje no desdeñable de extranjeros residentes en el país. Por otro lado, Venezuela, que durante años acogió a una numerosa población latinoamericana, europea, norteamericana y asiática (en 1980 constituía el 10,8% de su población), ha devenido radicalmente en los últimos años en país expulsor de millones de sus ciudadanos (no solo hacia la región, sino también hacia Estados Unidos y Europa). Perú, que durante el siglo XX había sido destino de migrantes europeos, asiáticos e incluso africanos, desde la década de 1980 se transformó en una sociedad emigrante a causa de la llegada al poder de Gobiernos autoritarios y, muy especialmente, de las crisis económicas de la deuda. En la última década, Perú se ha transformado en país de tránsito para colombianos que migran a Chile e impulsa una política de atracción de capital financiero exterior que tiene como correlato la llegada de migración vinculada a negocios y finanzas. Nuevamente, el impacto del éxodo venezolano representa, en la actualidad, un reto para una política migratoria como la peruana que hasta el momento estuvo muy dirigida a la atracción del migrante altamente cualificado. Muy distinto es el contexto boliviano, que desde hace décadas sigue manteniendo su carácter emisor hacia países de la región (Argentina y Chile), aunque también hacia Europa y Estados Unidos. En el caso de Brasil, este país destaca como receptor de inmigración, primero europea y luego asiática en el siglo XIX; posteriormente, ocurrió el cierre a la inmigración y una nueva apertura a población regional y africana en los últimos 30 años. 


			Por su parte, el Cono Sur reviste una trayectoria migratoria que coincide en algunos puntos: la amplia afluencia de migración extranjera desde Europa (no solo fruto de la colonización sino también derivada de las guerras mundiales) o los levantamientos militares que asolaron la región en los años 1970 y 19803, seguidos de dictaduras o Gobiernos autoritarios, que inevitablemente abocaron a un éxodo hacia otros países. Hoy en día, por el contrario, los países de esta región han logrado un posicionamiento económico y de estabilidad que les ha conducido a ser el destino de miles de migrantes, especialmente latinoamericanos, y, entre estos, una amplia cantidad de personas que solicitan protección internacional. 


			Haciendo un repaso por estos contextos, no parece del todo ilógico pensar que históricamente los Gobiernos de los países latinoamericanos no tuvieron profundos incentivos a la creación de normativa o políticas que promovieran los derechos de los migrantes. A lo largo del siglo XX, la tónica general se halla entre la indiferencia y el castigo. En esta franja de amplias contradicciones, los emigrantes nacionales son en general objeto de desentendimiento por parte de los Gobiernos. Este desinterés se extiende también a la población inmigrante, en especial en aquellos países con flujos prácticamente irrelevantes, mientras que, en los países en donde sí impacta la afluencia de inmigración o hay un interés hacia ella, las legislaciones giran sobre una doble premisa: la promoción de un tipo de migración «deseada» y el control y la penalización de la migración «no deseada», condenando a los inmigrantes a la irregularidad. 


			Este diagnóstico se verá reflejado a lo largo de los capítulos del libro. Será notable en ellos la ausencia de protección de los derechos de los emigrantes del propio país más allá de los débiles sistemas consulares. Sobre los flujos migratorios de entrada, destaca la figura del «migrante deseado» que veremos surgir en la historia de países como México, Colombia, Perú, Chile, Argentina o Brasil. Este tipo de migrante, a semejanza del white Anglo-Saxon protestant, se define en oposición a los rasgos negativos de los migrantes «no deseados» y se refleja en el migrante europeo (también asiático en algunos casos), joven, trabajador, sano, honesto e íntegro4. Atendemos, pues, a una lógica utilitarista de la inmigración (De Lucas, 2004). Esta política claramente discriminatoria se desarrolló gracias a legislaciones migratorias que permitían, bajo la más amplia discrecionalidad, seleccionar quiénes podían permanecer y quiénes eran expulsados. 


			La mayoría de las investigaciones sobre las leyes de inmigración en Latinoamérica hacen hincapié en un cambio de paradigma filosófico o ideológico en las últimas décadas, a partir de la caída de los regímenes dictatoriales y de los procesos de transición a la democracia desde la década de 1980. Este cambio de paradigma se refleja en la no criminalización de la migración indocumentada (y su consecuente regularización), la consideración del derecho universal a migrar como un derecho fundamental y la apertura de las fronteras (Mármora, 2010; Martínez, 2011; Ceriani, 2011; Acosta & Freier, 2015; Cantor, Freier, & Gauci, 2015; Mejía, 2015; García, 2016; Acosta, 2018). Sin embargo, en la mayoría de los países, tales avances progresistas seguían acompañados de políticas restrictivas y, en muchos casos, de procesos burocráticos poco claros que obstaculizaban el acceso efectivo a derechos (Domenech, 2017; Acosta, 2018; Ceriani & Freier, 2015).


			1.2	Marco normativo general 


			1.2.1 	El marco constitucional 


			El alcance de la importancia de las Constituciones nacionales en materia de inmigración y asilo varía en función de cada ordenamiento. En primer lugar, cabe destacar la Constitución ecuatoriana de 2008, al ser el texto constitucional –no solo a nivel regional, sino también global–más garantista para los derechos de las personas migrantes. La Constitución de Ecuador reconoce el derecho a la ciudadanía universal, incluyendo la libre movilidad, la creación de la ciudadanía latinoamericana y el pleno ejercicio de los derechos de las personas migrantes. Por otra parte, dedica un capítulo específico a los denominados derechos de movilidad, incluyéndose el derecho a migrar, según el cual ninguna persona puede ser considerada como ilegal; el derecho al refugio, incluyendo la posibilidad de reconocer el estatuto de refugiado a un colectivo; el derecho a no ser desplazado; y el derecho a recibir atención y a retornar a su lugar de origen. Asimismo, se reconoce el principio de igualdad entre nacionales y extranjeros, el derecho a no ser discriminado en razón del origen o la condición migratoria y se rechaza la xenofobia. Las personas en movilidad son incluidas como grupo de atención prioritario. En cuanto a derechos concretos, se incluye el derecho de non-refoulement y derechos políticos bajo ciertas modalidades, y se prevé el derecho a la reparación a colectivos afectados por la xenofobia; además, la Constitución prohíbe las expulsiones colectivas. Desde el punto de vista institucional, el texto crea un órgano encargado de la política migratoria que coordine los diferentes niveles de gobierno.


			Otras Constituciones, sin llegar a tener el alcance del texto ecuatoriano, incluyen también referencias al estatuto migratorio. Así, por ejemplo, en Argentina la Constitución de 1994 establece como principio general que los extranjeros gozan en el territorio de la nación de todos los derechos civiles del ciudadano (artículo5 20). La Constitución de Colombia de 1991 parte de la premisa de que los extranjeros disfrutarán en el país de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos (art. 100). En tanto, la Constitución mexicana, después de la reforma de 2011, establece que son personas extranjeras las que no posean las calidades determinadas en el art. 30 constitucional y gozarán de los derechos humanos y garantías que reconoce esta Constitución (art. 33). Si bien todas estas normas tienen algunas excepciones y modulaciones en el propio texto constitucional, una interpretación literal y prorreconocimiento de derechos puede llevar a afirmar que todo lo que no esté en dichas excepciones y modulaciones debe ser entendido como un reconocimiento idéntico de derechos entre personas nacionales y extranjeras. Además, esta interpretación debería guiar el control de constitucionalidad de las leyes migratorias. Por otra parte, el derecho de asilo es reconocido por las constituciones de Brasil, Colombia, Ecuador, México y Perú. 


			En lo que se refiere a la regulación de los derechos, las Constituciones de los países estudiados tienden a incluir la titularidad de los mismos en términos abiertos: «todos los habitantes» o «todas las personas», incluyéndose también el derecho a la libre circulación en las Constituciones peruana y mexicana. Nuevamente, atendiendo a una interpretación amplia y siguiendo el principio prorreconocimiento, la titularidad de los derechos debería inferirse de la redacción inclusiva de los textos constitucionales, más aún teniendo en cuenta el papel garantista que deben cumplir las Constituciones en materia de derechos. 


			Sin embargo, la realidad nos muestra un escenario diferente. La gran distancia entre el principio prorreconocimiento de las Constituciones de los países latinoamericanos y la vigencia de leyes y normas restrictivas indican que la interpretación dada por el legislador no ha sido siempre la más garantista. Esta realidad de alguna manera hace virar la mirada hacia el papel de la jurisprudencia constitucional y ordinaria para su ajuste, así como a las normas internacionales de derechos humanos, especialmente en materia migratoria6. Como se analiza en este libro, resulta ejemplificativo el alcance que la Corte Constitucional chilena ha dado a los términos «todas las personas» y a los tratados internacionales. En este sentido, esa Corte ha llegado a afirmar que la condición de extranjero es una categoría sospechosa de ser discriminatoria, exigiéndose una justificación reforzada para respaldar una diferencia de trato entre un nacional y un extranjero. 


			En esta dirección, es relevante el análisis contenido a lo largo de este libro sobre la posición que los textos constitucionales otorgan a los tratados internacionales en el sistema de fuentes normativas, así como la capacidad de los tratados internacionales sobre derechos humanos como parámetro de enjuiciamiento de la legislación migratoria. La configuración constitucional desarrollada en las últimas décadas en la región ha incorporado en algunos países, no en la mayoría, cláusulas de apertura a fin de que los tratados de derechos humanos se apliquen de manera directa; otras reconocen a los tratados rango superior al de la ley; y también algunas cláusulas de interpretación buscan que las normas nacionales se interpreten conforme a los tratados de derechos humanos o atendiendo al llamado principio pro persona. La Constitución argentina otorga a los tratados internacionales jerarquía constitucional; la ecuatoriana establece que los tratados internacionales son de aplicación directa. En Colombia, la Corte Constitucional de manera temprana declaró que los tratados internacionales sobre derechos humanos forman parte del bloque de la constitucionalidad. En la Constitución de Perú de 1993, no se señala expresamente el rango de los mismos, pero el Tribunal Constitucional ha determinado que se debe diferenciar entre tratados de derechos humanos –los cuales cuentan con rango constitucional– y el resto de tratados –que tienen un rango legal–. Un caso similar es el de Chile: la Corte Suprema chilena ha aplicado directamente los tratados internacionales sobre derechos humanos a través del texto constitucional y de esta forma amplía el nivel de protección de los derechos de los migrantes. Como caso excepcional se encuentra México, cuyo texto constitucional señala que los derechos humanos reconocidos en tratados internacionales de los que México es parte están también reconocidos a toda persona en el país. En espera de pronunciamientos de las altas cortes al respecto, tal y como sostiene el autor del capítulo sobre México de este libro, el contenido de los tratados especializados debe ser reconocido como parte de las normas que integran el bloque normativo en materia de inmigración, refugio y nacionalidad.


			Puede afirmarse que, en términos generales, la tendencia es la inclusión de cláusulas de apertura hacia la incorporación de los tratados como normas con rango constitucional, bien sea porque así lo prevén expresamente los textos constitucionales, bien porque así lo han afirmado las cortes constitucionales. Además, la posición de cierta supremacía respecto de la ley que se otorga a los tratados, si bien no es generalizable y existe un debate abierto al respecto, da muestra de algunas opciones que se están explorando en la región para ampliar la protección de los derechos humanos.


			1.2.2 	El marco legislativo 


			En la evolución de las legislaciones se observa, a la par de los antecedentes mencionados, una gran heterogeneidad normativa. Aun así, es posible trazar algunas líneas clasificatorias. A partir de la mitad del siglo XX podemos observar, de un lado, un grupo de países que promulgaron su normativa migratoria bajo Gobiernos de dictaduras militares. Este es el caso de Argentina, con la Ley 22.439 (1981); Chile, con el Decreto Ley 1.094 (1975); y Brasil, con el Estatuto Migratorio, Ley 6.815 (1980). Aquí prima la visión de la seguridad nacional y el migrante es tratado como una persona sospechosa que distorsiona la idea de una sociedad homogeneizada y de la cual se presume un fuerte sentimiento nacional. Las legislaciones omiten el reconocimiento de derechos y otorgan una gran discrecionalidad a la administración en todos los procedimientos migratorios, discrecionalidad que se convierte en arbitrariedad. 


			La normativa migratoria restrictiva en derechos se manifiesta también en otros Gobiernos de elección democrática. En Perú, Gobiernos de izquierda reflejaron en su política migratoria la estrategia de los Gobiernos militares, según la cual la regulación y el control de los flujos migratorios son incluidos como herramientas de la política de seguridad nacional. En el caso de México, la Ley General de Población (1947), que tuvo una vigencia de más de seis décadas, también se destacó por su carácter represivo, tipificando como delito, por ejemplo, la entrada y permanencia en el país sin la autorización respectiva.


			Otro grupo de países se ubican en la denominada política de la indiferencia. A lo largo de todo el siglo XX, Estados como Colombia, Ecuador o Bolivia no dictaron ninguna norma que regule los flujos migratorios. La ausencia de legislación respondió, en gran medida, al hecho que para estos países la inmigración era un fenómeno prácticamente inexistente.


			Con la entrada del siglo XXI se abre una nueva etapa marcada por la incorporación del fenómeno migratorio en la agenda política de todos los Estados latinoamericanos. Desde el punto de vista jurídico, este cambio sustancial tiene como principal reflejo la promulgación de leyes de inmigración. Aquí se incluyen países como Argentina en 2004, Uruguay en 2008, Bolivia en 2013 y Perú, Ecuador y Brasil en 2017. Si bien las leyes representan un conjunto diverso en cuanto a contenido, orientación y alcance, existe una tendencia marcada por el deseo de incorporar una regulación sistemática y garantista en derechos. En este sentido, algunas de tales leyes reconocen el derecho a migrar (Argentina o Ecuador) o incluyen principios como la no criminalización de la inmigración irregular o el reconocimiento del aporte de los migrantes (Perú y Ecuador). De todas esas leyes, cabe hacer hincapié en la legislación ecuatoriana, la cual posiblemente sea la primera de un Estado que trasciende las fronteras de la regulación de la inmigración, para incluir un fenómeno mucho más amplio y complejo, como es el de la movilidad humana. Si bien es cierto que la ley no alcanza a regular todos los escenarios que involucran la movilidad (quedando por fuera los desplazamientos internos forzados), no es desdeñable su apuesta por superar el ámbito de las leyes migratorias de los Estados, limitadas a la regulación de los flujos migratorios de entrada. Cabe también mencionar que la gran mayoría de las reformas legislativas se produjeron como respuesta a las demandas permanentes de redes muy amplias de la sociedad civil, organizaciones de derechos humanos, instituciones vinculadas a iglesias, académicos, organizaciones de migrantes y retornados, sindicatos, etc. Su papel, implicación, participación e incidencia, junto a la apertura de diferentes canales de diálogo y debates políticos (cuyo alcance varía entre países), tendrá un papel decisivo en algunos casos. 


			El caso mexicano, en cambio, se aparta de la tendencia descrita. México aprobó su ley migratoria en 2011, pero no es una norma en la cual se refleje un desarrollo más amplio en derechos de las personas migrantes, ni tampoco se incluye principios como el derecho a migrar. Además, el escenario mexicano parece aún inacabado, la ley de 2011 ha sido objeto de numerosas reformas.


			En términos de derechos, las leyes consagran y desarrollan el principio de igualdad entre nacionales y migrantes con autorización de residencia. Así, a excepción de los derechos de participación política, los migrantes regulares son titulares de prácticamente todos los demás derechos; un aspecto a destacar es la extensión de algunos derechos a personas en situación irregular, en especial en la legislación argentina y peruana. El derecho al voto sigue siendo el gran ausente, constituyendo un vacío democrático que en futuras reformas debería ser enmendado. Por otra parte, la regulación del núcleo duro de la política migratoria (visados y expulsiones) sigue reflejando el interés del Estado por mantener el control de los flujos migratorios en detrimento del derecho a migrar, el cual ha sido reconocido en ordenamientos jurídicos como el argentino o el ecuatoriano. También es importante apuntar que en las legislaciones ha habido un avance significativo en términos de protección del derecho al debido proceso y de desarrollo de garantías jurídicas en los procesos de expulsión o deportación, así como de regulación de las distintas tipologías o visados que permiten el acceso al territorio. 


			En otro conjunto de países no ha sido posible, hasta el momento, la elaboración y promulgación de una ley de migraciones que regule de manera sistemática el fenómeno. En todo caso, la ausencia de legislación no puede entenderse como un indicativo de la irrelevancia de las migraciones, por el contrario, países como Colombia y Chile se encuentran en este momento inmersos en debates sobre proyectos de ley migratoria presentados ante las cámaras legislativas. En el caso de Chile, la legislación vigente sigue siendo la promulgada por el Gobierno de la dictadura militar, manteniéndose importantes reminiscencias de la doctrina de la seguridad nacional. Las reformas hasta el momento realizadas son parciales y a través de normas reglamentarias o incluso infrarreglamentarias7; además, el control migratorio, especialmente los controles de entrada y las expulsiones, continúan bajo el enfoque de la seguridad nacional. En Chile cabe apuntar el papel de la Corte Constitucional, la cual, a través de sus pronunciamientos, ha introducido parámetros de control sobre la acción del ejecutivo e incorporado principios de protección de derechos humanos. Por su parte, Colombia ha suplido el vacío legislativo a través de la promulgación de normas reglamentarias; y en los últimos años ha dictado más de 10 decretos y normas infralegales en temas de migraciones. Esta respuesta en algunos casos improvisada deja como resultado una regulación migratoria fragmentada y poco sistemática, con importantes vacíos normativos y la consecuente inseguridad jurídica para las personas migrantes que residen en Colombia. 


			1.3 	Importancia de las normas regionales de derechos humanos y de los procesos de integración supranacional


			Es ampliamente conocido que uno de los problemas que tiene la gobernanza de la migración es la falta de acuerdos mundiales e incluso regionales que busquen ordenar y regular los diversos movimientos migratorios, así como generar coordinación entre todos los países de salida, tránsito, llegada y retorno de personas migrantes. En la actualidad, la normativa y las políticas que surgen de las instituciones de la Unión Europea son las que suelen ponerse como un ejemplo de la existencia y posibilidad real del establecimiento de políticas regionales en materia migratoria. Sin embargo, un estudio detallado de estas muestra que es cierto que tienen algunas líneas comunes, pero que cada Estado sigue siendo quien en última instancia decide los aspectos más particulares de sus políticas migratorias. Así, la idea de una sola gobernanza coordinada regional muestra avances en una parte de Europa, pero aún dista de ser uniforme incluso en esa región en la que han caído las fronteras internas para el libre movimiento de personas y se ha dado el mayor proceso de integración de Estados.


			En América, y más específicamente en Latinoamérica, a pesar de que existen algunos procesos de integración, no se han construido políticas migratorias comunes. Como se viene observando, tal aproximación es más bien dispar y surgida de momentos o situaciones muy diversas. No obstante ello, es innegable que esos procesos y la existencia de normas internacionales, así como de órganos de vigilancia de dichos tratados en mayor o menor medida influyen en la forma en la que se configuran y diseñan los sistemas nacionales de migración, extranjería y asilo. Aunque, nuevamente, mucho queda en la decisión final de los Estados, pues son ellos los que han creado esos sistemas internacionales y deciden cómo y hasta dónde adquieren obligaciones internacionales. En ese sentido, algunas de las mayores aportaciones o líneas comunes que se pueden encontrar a partir de las normas internacionales aplicables en América son, de manera sintética, las que a continuación se describen.


			1.3.1 	El marco internacional y regional de derechos humanos


			En orden cronológico, y por especialización, en el ámbito de los tratados universales se debe destacar la «Convención sobre el estatuto de los refugiados» de 1950, de la que son parte todos los Estados que se analizan en este libro (Chile, Argentina, Ecuador, Brasil, Perú, Colombia y México). Con excepción de México, que se adhirió tardíamente al tratado en el año 2000, los demás países lo hicieron entre 1955 y 1972. Respecto al protocolo de dicha convención, aprobado en 1967, también son parte todos los mencionados y nuevamente México fue el último en adherirse, en el mismo año, cuando los demás lo hicieron al menos dos décadas antes. De esa forma, el grado de influencia y presencia de estos tratados en los sistemas nacionales es muy variable. Lo que en todo caso parece sorprendente es que México construyó su fama como país de refugio –fama que supera a la de los otros países que se analizan– justamente de parte de personas que huían de las dictaduras suramericanas en las décadas de 1970 y 1980 sin estar vinculado en esos momentos a ninguno de estos dos tratados internacionales.


			Un documento más reciente es la «Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares», aprobada el 18 de diciembre de 1990, y de la que son parte todos los países que se analizan en este libro, con excepción de Brasil. Sin embargo, solo Ecuador y Perú lo son sin reservas, ya que Argentina, Chile, Colombia y México formularon declaraciones interpretativas o reservas al texto del tratado. En lo último, destacan especialmente las siguientes reservas: la formulada por Chile, que no reconoce el derecho a indemnización en los casos de expulsiones que sean revocadas; la hecha por Colombia, respecto a la expropiación y tasación de bienes e ingreso de trabajadores migrantes; y la declaración interpretativa de México, que establece que el contenido de la convención será aplicado de conformidad con su legislación nacional. También se debe destacar que, de los siete países que analizamos en este libro, solo México ha hecho la declaración del art. 77 de la convención, es decir, es el único país que ha reconocido la competencia del Comité de Derechos de los Trabajadores Migratorios que crea la propia convención para su vigilancia. 


			En el ámbito regional americano existe un mayor número de tratados especializados en asilo y refugio. Así, tenemos la «Convención sobre asilo político» de 1933, de la que no es parte Argentina; la «Convención sobre asilo diplomático» de 1954, de la que no son parte Chile y Colombia; y la «Convención sobre asilo territorial», también de 1954, de la cual no son parte Argentina, Chile y Perú. En este ámbito, sin ser un tratado, la «Declaración de Cartagena» es sin duda alguna un instrumento que, como se verá en cada uno de los capítulos de este libro, en mayor o menor medida ha tenido presencia en la configuración de los sistemas nacionales de asilo que se estudian.


			También está la «Convención americana sobre derechos humanos» de 1969, de la que son parte todos los países que estudiamos y que en su art. 22 reconoce el derecho de circulación y residencia, en el que, entre otras cosas, se establece: el derecho a salir libremente de cualquier país, a no ser por expulsión del país del cual se es nacional; el derecho a recibir y buscar asilo; la prohibición de ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, donde el derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social u opiniones políticas; y la prohibición de realizar expulsiones colectivas. Además, el art. 20 de la referida convención reconoce el derecho a la nacionalidad. A pesar de que este no es un tratado especializado como los citados anteriormente, cuenta con dos órganos de vigilancia (la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, CIDH, y la Corte IDH). Asimismo, el contenido de los artículos antes referidos es el que en los últimos años más influencia tiene en las legislaciones nacionales, especialmente a partir de las interpretaciones que ha hecho la Corte IDH en opiniones consultivas y casos contenciosos, en los que se ha referido a temas como nacionalidad, asistencia jurídica y debido proceso de migrantes, condiciones de detención con fines de control migratorio y expulsión, asilo, trabajadores migrantes y niñez migrante. Todo lo anterior, sin olvidar la influencia que también tiene la CIDH con sus informes en casos concretos, especiales y sobre países, en los que, por ejemplo, se ha referido a la situación de los trabajadores migratorios en el hemisferio (1999), la situación de las personas migrantes en México (2013) o, más recientemente, la movilidad humana bajo los estándares interamericanos de derechos humanos (2016).


			Por otro lado, en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cabe destacar el trabajo que se está desarrollando con el Sicremi, que tiene como objetivo contribuir a la promoción y desarrollo de políticas públicas que conduzcan a mejorar la gestión migratoria en las Américas a través de la facilitación del diálogo, la cooperación, el fortalecimiento institucional y el acceso a la información. Sin ser un órgano o un mecanismo de diálogo o negociación, el Sicremi se ha convertido en un referente imprescindible para el estudio de las migraciones en el continente americano y actualmente una de sus actividades primordiales es la elaboración de informes bianuales.


			Las anteriores no son las únicas normas internacionales universales y regionales relevantes aplicables en materia de migración, extranjería y asilo, pero sí una muestra representativa que nos permite observar los niveles de compromiso de los Estados en cada tema, la homogeneidad y diferencia en la asunción de obligaciones internacionales y, con ello, la influencia que cada uno de esos tratados e instrumentos internacionales tiene o puede tener en la región y en los países seleccionados para este estudio.


			1.3.2 	La aproximación normativa a raíz de procesos de integración supranacional 


			La integración regional en el continente americano data de los años 1960, inicios en los que se planteó como una integración con objetivos económicos. Los organismos regionales que operan en toda la región son numerosos y, por lo tanto, resulta difícil afirmar una tendencia regional, más cuando los acuerdos alcanzados en materia de migraciones difieren sustancialmente entre ellos, especialmente en dos aspectos. 


			Por una parte, los procesos de integración construidos a través del «Tratado de libre comercio de América del Norte» (TLCAN) o del «Sistema de la integración centroamericana» (SICA) no han tenido en la agenda política objetivos comunes o intentos de diseñar políticas conjuntas relacionadas con el movimiento de personas.


			En los países suramericanos la dinámica es distinta y los procesos de convergencia sobre la movilidad de personas han alcanzado objetivos de gran relevancia. Así, en el marco del Sistema Andino de Integración o CAN, que funciona desde 1969 y en el que participan como miembros Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, y como países asociados Chile, Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, se ha adoptado una serie de documentos que buscan crear, si no homogeneidad, al menos reciprocidad entre ellos. De esa forma, como elementos especialmente destacados se puede señalar que se aprobó en el año 2001 la creación del Pasaporte Andino y un año después las «ventanillas andinas» en las que se atiende en los aeropuertos a las personas nacionales de los países miembros; luego, en el año 2003, fue aprobado el Instrumento Andino de Migración Laboral (IAML) que busca dar trato de nacionales a los trabajadores andinos y en 2006 se incorporó la Tarjeta Andina de Migración (TAM) como documento uniforme de control migratorio y estadístico de uso obligatorio para el ingreso y salida de personas del territorio de los países miembros. 


			Se podría decir que estas políticas y medidas encuentran su mayor expresión en la propuesta de creación del Estatuto Migratorio Andino de 2013, que busca consolidar una sola norma sobre los derechos de circulación y residencia de los ciudadanos andinos en el territorio de los Estados miembros. Aunque por su magnitud no ha sido sencillo el proceso de negociación que por largos períodos de tiempo ha estado inactivo, en diciembre de 2016 se retomaron las conversaciones con el objetivo de que la CAN esté a la vanguardia en la integración en América Latina en el tema migratorio. Es importante destacarlo porque tres de los cuatro países miembros de la CAN son objeto de análisis en este libro.


			Por otra parte, en el Cono Sur a partir de 1991 se inicia el proceso de integración con el Mercosur, cuyos países miembros y fundadores son Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Luego, en 2012, Venezuela se incorpora como país miembro, para posteriormente en 2017 suspenderse su participación en él. Varios otros países latinoamericanos se han incorporado bajo la figura de países asociados: Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Colombia. Los pasos del Mercosur en materia migratoria inician a finales de la década de 1990 con acuerdos que facilitaban la movilidad de trabajadores. En todo caso, el gran impulso por la movilidad data de 2002, con dos acuerdos de regularización migratoria y, posteriormente, con el «Acuerdo de residencia» de 2002. Este acuerdo plantea un nuevo escenario en materia de integración regional al reconocer el derecho a residir en otro Estado miembro a los nacionales de los Estados del Mercosur y países asociados. La gran apuesta de la residencia Mercosur es la ruptura del vínculo entre derechos de residencia y aportación económica o laboral de la persona migrante. Es decir, el derecho a residir no se condiciona a la obtención de un contrato laboral o a la comprobación de medios económicos del solicitante. En este sentido, se trata de un tipo de residencia que refleja mejor el derecho a migrar descrito en algunas Constituciones y legislaciones latinoamericanas


			En el año 2010 sucede otro paso importante en materia migratoria al aprobarse el «Estatuto de la ciudadanía» del Mercosur, en el cual se establece un Plan de Acción para la construcción progresiva de una ciudadanía regional en el que se pusieron como objetivos, entre otros: la facilitación del tránsito y circulación de personas, la simplificación de trámites y procedimientos de control migratorio, la armonización de la información para la emisión de documentos de identificación, la ampliación de mecanismos de cooperación consular, el desarrollo de planes regionales en materia de facilitación de la circulación de trabajadores y la plena implementación y ampliación gradual de áreas de control integrado en fronteras. La ciudadanía del Mercosur es una apuesta política ambiciosa que hasta el momento no ha tenido grandes avances. 


			Finalmente, no podemos dejar de destacar la importancia que tiene el Foro Especializado Migratorio (FEM) del Mercosur, en el que participan los ministros del Interior del Mercosur y de los Estados asociados, es decir, toda la región. Este foro tiene entre sus funciones el estudio del impacto de las migraciones en la región, buscando crear proyectos y acuerdos en materia migratoria que puedan ser aplicables en esta. 


			Gran parte del conjunto de decisiones que se han aprobado en todos los ámbitos antes indicados se analizarán con detalle en varios de los capítulos de este libro, por lo que ahora es suficiente destacar que, aunque están en una misma zona geográfica, los procesos de la CAN y el Mercosur van a ritmos diferentes, su nivel de avance es claramente diferenciable y no existen en la actualidad instrumentos que permitan una comunicación formal y permanente entre ambos, a pesar de que todos los países miembros de Mercosur y Chile son asociados de la CAN y de que todos los países miembros de la CAN y Chile son asociados del Mercosur. Solo Bolivia es actualmente Estado parte en la CAN y está en proceso de serlo de Mercosur. Esto pone de relieve lo difíciles que son dichos procesos. 


			Por otra parte, la implementación de los acuerdos tanto del Mercosur como de la CAN en los ordenamientos internos de los Estados plantea también importantes retos. En ninguna de las dos instituciones de integración regional existen mecanismos o instrumentos para hacer efectivo el cumplimiento de las decisiones adoptadas, de manera que es la dinámica interna de cada Estado la que determina el nivel y el ritmo de aplicación de las mismas. Tan solo la presión diplomática que en un determinado momento se pueda ejercer en las conferencias de presidentes constituye una vía externa para agilizar la trasposición de los acuerdos. Así, por ejemplo, el «Acuerdo de residencia», hasta el momento el instrumento más ambicioso y que más lejos ha llegado en la apertura de la movilidad regional, tardó más de 10 años en estar operativo. 


			1.4 	El tratamiento de la migración con fines de residencia y trabajo 


			La regulación del régimen de residencia y trabajo sigue siendo notablemente diversa a nivel de los diferentes países. Ello es particularmente llamativo, pues existe un amplio entramado normativo internacional en esta materia, empezando por la «Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares» adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1990 –Convención que han ratificado varios de los países de la región8– y pasando por las diversas convenciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en la materia, un entramado normativo que en principio beneficiaba a los propios ciudadanos de estos países en el exterior, pero que actúa ahora como parámetro de referencia al legislarse en esta materia. Ello resulta más llamativo aún por cuanto el marco normativo regional, fruto de los procesos de integración supranacional, ha hecho particular énfasis en instituir un espacio de movilidad laboral y de facilitación del cambio de residencia de los ciudadanos de la región. En este sentido, analizadas en conjunto las decisiones sobre la visa Mercosur, los acuerdos de regularización migratoria –especialmente el de residencia Mercosur o las decisiones específicas sobre empresarios, turistas o estudiantes– y, en definitiva, los trabajos hacia la propia ciudadanía Mercosur, al igual que la TAM, la decisión CAN sobre reconocimiento de documentos de identidad, el Pasaporte Andino o el instrumento andino de migración laboral, traslucen todos ellos y en medidas diversas una clara voluntad de transitar hacia un marco común de referencia en materia de residencia y trabajo en la región, marco orientado a dotar a la libertad de circulación de un sustrato mínimo de derechos. 


			Sin embargo, a pesar de ese entramado normativo internacional y regional de referencia, el análisis de las disposiciones concretas que regulan el régimen de residencia y trabajo en los distintos Estados resulta hoy todavía extraordinariamente heterogéneo, al menos a nivel administrativo. Ello puede deberse, al menos en relación con los instrumentos de integración supranacional y, en parte, a su naturaleza de instrumentos de fijación de objetivos y de orientación de las legislaciones hacia la consecución de los mismos, pero no de completa armonización; aunque en menor medida también puede ser consecuencia de la existencia de procesos de integración supranacional distintos, aunque con dinámicas fluidas que permiten al Mercosur aplicar instrumentos, como los acuerdos de residencia, a Bolivia o a Chile. Por otro lado, esos procesos de integración solo afectan a los ciudadanos latinoamericanos de los países parte en tales acuerdos, no a los ciudadanos de terceros Estados; en este sentido, su vocación regulatoria es aún limitada. Para complicar aún más el análisis, diversos Estados han firmado acuerdos bilaterales entre sí para extender derechos de residencia. Por poner solo un ejemplo, Brasil ya avanzó respecto de los permisos de residencia, estudio y trabajo para nacionales fronterizos, y ha firmado un acuerdo con Uruguay en 2009.


			Es interesante apuntar cómo, tanto en su tipología como en su duración, los permisos de residencia son muy distintos, aunque en la mayor parte de países suele distinguirse entre: permisos temporales (de estadía en Colombia), en los que existe una gran variedad de denominaciones y tipologías, que incluyen en general los laborales, de estudiantes, diplomáticos o de mera residencia (Perú tiene hasta 18 tipos de calidades migratorias y Ecuador al menos 17; ambos países con legislación recién aprobada); y permisos permanentes o indefinidos, que se expiden a los extranjeros que pretenden radicarse definitivamente en el país. Esta dicotomía incluye tanto a países que requieren pasar por la temporalidad antes de llegar al régimen permanente (Ecuador bajo la nueva ley), como a aquellos en los que se puede solicitar directamente la residencia permanente (Ecuador bajo la legislación precedente, Brasil, Chile y Perú). De hecho, la necesidad de acreditar medios de vida lícitos o trabajo parece ser generalizada (Ecuador en su nueva ley, Brasil, Colombia, etc.), aunque algunos países permiten residencias no laborales bajo otras categorías. El contenido, condiciones de concesión e incluso tipos de residencia permanente o indefinida (simplemente residencia en Perú) encuentran notables variaciones entre países. Por lo que se refiere a la duración de la residencia temporal previa, esta oscila entre dos años (Ecuador), cuatro (México) y cinco (Colombia y, en cierta manera, Brasil).


			La regulación de la residencia transfronteriza es uno de los temas pendientes en la región. Esta ausencia tiene especial relevancia para países como Brasil o Colombia, que comparten frontera con numerosos Estados y en los que la movilidad de los trabajadores en sus fronteras es alta. La normativa vigente de los Estados sobre autorizaciones de residencia no resulta útil para una migración temporal, de múltiples entradas y salidas, de modificación constante de empleos y de lugares de vivienda. En la ley de 2017 de Brasil se establece la figura del residente fronterizo, que permite la entrada y salida de los municipios fronterizos y el ejercicio de una actividad remunerada en ambos lados de la frontera, además, tiene un alcance amplio en relación a los actos de la vida civil, así como a las garantías y los derechos reconocidos a los residentes del régimen general. 


			También el tratamiento de la irregularidad es abordado de formas distintas y al margen de los dos acuerdos de regularización migratoria del Mercosur (nuevamente con Chile y Bolivia). Es sumamente relevante la adopción por el Mercosur, Chile y Bolivia del Acuerdo 64/20 (2002) de residencia que permite indirectamente la regularización de los nacionales de estos Estados simplemente con la presentación de la solicitud, el pasaporte y los antecedentes penales. Junto a ello, a nivel nacional han existido también numerosos procesos de regularización en distintos momentos, por ejemplo: en México en 2015, en Argentina en 2014, en Chile en 2018. Perú prevé un procedimiento de regularización de la situación administrativa, aun cuando es muy limitado, para menores con discapacidad familiares de un nacional o extranjero con residencia. En Ecuador, con la nueva ley de 2017, desaparece la previsión normativa que impedía la regularización de personas sin autorización o con autorización caducada, aunque ellas están sujetas a multa o expulsión. Esta situación deja dudas sobre si los extranjeros con multas u órdenes de expulsión pueden solicitar o no la regularización administrativa. En Brasil, destaca el hecho de que la reciente ley de 2017 permita solicitar el permiso de residencia en el territorio nacional aun cuando la persona se encuentre en situación administrativa irregular. 


			Finalmente, cabe apuntar que, para la situación de irregularidad, en un contexto como el latinoamericano el papel de la economía informal facilita en un primer momento la posibilidad de que las personas, aún careciendo de la respectiva autorización de trabajo, puedan acceder a un empleo. Sin embargo, el riesgo de vulneración de los derechos laborales es muy alto, sin que, en términos generales, exista una efectiva protección por vía judicial de los derechos vulnerados. 


			1.5	Asilo y refugio 


			Al hablar de asilo y refugio en América Latina, resulta obligado partir de las referencias terminológicas y conceptuales propias de la región. Así pues, se manejan distintos conceptos para cuestiones más o menos similares cuyas dudas puede resultar necesario despejar. En este punto es clave tener en cuenta que, tanto por una tradición que se remonta al siglo XIX como por las grandes afluencias de refugiados del Caribe de la década de 1950, los Estados fueron pronto conscientes de la necesidad de dar una respuesta efectiva de carácter colectivo más allá de las respuestas unilaterales. Así, en 1965, la OEA comenzó un proyecto de redacción para una convención regional sobre refugiados, que finalmente no llegó a adoptarse, si bien logró posicionar la temática en aras a que los países ratificaran la convención de 1951. Aun con todo esto, el desfase entre la realidad que siguió –guerras civiles centroamericanas y los desplazamientos internos respectivos– y el marco internacional vigente reavivaron en la sociedad civil organizada y en los propios Estados la necesidad de un mayor accionar, lo que recolocó la temática en la agenda pública. Surgió así la necesidad de un marco flexible a los hechos vividos, el que se iniciará con la promulgación de la «Declaración de Cartagena sobre refugiados» de 1984.


			La importancia de este instrumento radica en múltiples elementos. No solo en la ampliación de la definición de refugiado para América Latina9, con 15 países en la región (Freier, 2015), sino también en su propuesta de medidas prácticas dirigidas a reforzar la protección de solicitantes y refugiados cuya vigencia y actualidad se manifiestan hasta nuestros días. En este sentido, tal declaración cubre materias propias de todo el ciclo de desplazamiento forzado: ingreso, tratamiento de mínimos hacia solicitantes de asilo y refugiados, búsqueda de soluciones duraderas e incluso desplazamiento interno.


			Además, la relevancia y validez de la declaración tienen un mayor sustento si atendemos a su proceso de seguimiento, de largo recorrido10, pero cuyos últimos avances merece la pena reseñar. Así, ya en 2014, en la celebración del 30o aniversario desde su proclamación, se culminó un proceso de varios años conocido como Cartagena +30, que incluyó cuatro reuniones subregionales de consulta (una para los países del Mercosur, otra para la zona andina, una tercera para Mesoamérica y la última para la región Caribe)11, en el que se estableció la participación de Gobiernos, organismos internacionales y regionales, defensorías del pueblo, sociedad civil y academia. Estas reuniones preparatorias, en las que participaron 28 países de América Latina y el Caribe12, construyeron conjuntamente la «Declaración de Brasilia» y el «Plan de acción de Brasilia». En este último, se producen importantes acuerdos de trabajo conjunto para, entre otros: el mantenimiento de los estándares de protección más altos a nivel internacional y regional (el llamado «asilo de calidad»); el abordaje de las «fronteras solidarias y seguras», considerando a las personas que residen, transitan o retornan a áreas fronterizas como parte de movimientos migratorios; la implementación de soluciones innovadoras para las personas refugiadas y desplazadas (además de las ya conocidas «repatriación voluntaria», «integración local» y «reasentamiento solidario», se erige un cuarto programa, de «movilidad laboral»); programas específicos como respuesta urgente a la situación de violencia del llamado Triángulo Norte de América Central; la implementación del programa «Erradicación de la apatridia»; y la inclusión del cambio climático como origen del desplazamiento. 


			Bien es cierto que tanto la «Declaración de Cartagena» como el resto de instrumentos no dejan de ser compromisos «de buena fe» por parte de los Estados y su capacidad de influencia en las legislaciones nacionales varía notablemente. Sin embargo, este entramado de disposiciones supranacionales ofrece un sustento conceptual sobre el que se fundan los sistemas nacionales de asilo, algo que en el ámbito de las migraciones existe, parcialmente, desde hace muy poco y gracias a los procesos de integración supranacional. Ello explica que desde hace tiempo en toda Latinoamérica sea conocida la figura del asilo territorial, cuyos orígenes se remontan a la tradición hispano-lusitana, aunque finalmente haya sido en el continente suramericano donde cobró una especial trascendencia y goza de una larga tradición13, en parte como respuesta a la inestabilidad política que ha aquejado a la región.  


			Por su parte, el asilo diplomático (también llamado extraterritorial) tenía por objetivo ser la antesala al otorgamiento del asilo territorial y podía concederse solamente en «legaciones [misiones diplomáticas], navíos de guerra y campamentos o aeronaves militares»14. 


			Ambos conceptos son parte de la historia latinoamericana y desde luego pueden verse las diferencias en su definición con respecto de lo que hoy en día entendemos por asilo bajo la «Convención de Ginebra» de 1951 sobre refugio, que amplía los motivos de persecución al tiempo que establece una serie de procedimientos más estandarizados, limitando la potencial discrecionalidad de los Estados en su concesión. Aun con eso, no son en absoluto desdeñables los avances generados, tanto desde la cooperación y solidaridad hasta las formulaciones conceptuales, lo que hace de Latinoamérica un espacio de diálogo y de cambio que pudiera estar abonando el terreno hacia un posible consenso legislativo mucho más integrador y con mayor apego a las realidades existentes en la protección internacional. 


			Es necesario seguir siendo extremadamente conscientes de los enormes retos que aún afrontan los solicitantes y refugiados en la región15. A pesar de ello, los Estados van abriendo algunas brechas para mejorar los sistemas de protección, algo que sin duda no podría entenderse sin el intenso esfuerzo de incidencia por parte de la sociedad civil organizada y de la academia. En general, la mayor parte de países han incorporado disposiciones específicas sobre asilo (Perú, México, Colombia, Chile, etc.), así como estructuras administrativas, que no obstante revelan notables diferencias de enfoque en la gestión. Así, México, por ejemplo, sitúa el asilo bajo la égida de la Secretaría Gobernación, Chile y Argentina en la del Ministerio de Interior, mientras que en Perú y Colombia se encarga el Ministerio de Relaciones Exteriores. Del mismo modo, generalmente se instituye un órgano especializado dentro del ministerio que corresponda, en forma de comisión asesora o de gestión, aunque en muchas ocasiones suele ser una comisión con presencia interministerial (Argentina, Chile, Colombia, etc.). 


			1.6	El derecho sancionador: entre administrativo y penal 


			En la parte de sanciones por la vulneración de la legislación de inmigración, la regulación prevista en cada uno de los países que estudiamos en este libro tiene algunas características comunes y, naturalmente, otras propias de cada país, concentrándose las diferencias lógicamente en las causas, faltas o infracciones de la legislación y en las consecuencias que trae anudado tal incumplimiento. Sin embargo, en todos los casos las leyes base nacionales prevén –bien de manera expresa, concentrada y detallada (Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México y Perú), bien segmentadamente a lo largo de su texto legal (Argentina)– un sistema de infracciones y sanciones. Dicho sistema puede comportar sanciones que van desde la aplicación de una multa hasta la deportación o expulsión, esta última como la consecuencia más grave y como sanción específica para el incumplimiento o violación de mandatos legales específicos, no necesariamente de tipo migratorio. Por otra parte, todos los Estados prevén la expulsión administrativa por el simple hecho de hallarse en situación irregular en el país, pero además la mayoría de ellos también la contemplan por la comisión de delitos, lo que es conocido como expulsión judicial. 


			No obstante, las leyes también incorporan otras causales de expulsión referidas a la protección de bienes genéricos que se acompañan de cláusulas de interpretación amplias y ambiguas, como, por ejemplo, «atentar contra las buenas costumbres» o «representar un riesgo para el país», en los casos de Chile y Colombia. La previsión de conceptos jurídicos indeterminados en los supuestos de expulsión da lugar a un ejercicio de discrecionalidad administrativa que deriva en decisiones arbitrarias. Finalmente, cabe indicar que la imposibilidad de ejecutar las órdenes de expulsión es una situación común en todos los países, de ahí la importancia de que estas órdenes prescriban al cabo de algunos años. 


			Resultaría incompleto un análisis de la expulsión que no tuviera en cuenta la regulación de la detención, retención o privación de libertad de las personas migrantes extranjeras como consecuencia del incumplimiento de las leyes migratorias. Así, en Argentina, se autoriza como medida cautelar una retención ordenada por la autoridad judicial que no puede exceder del tiempo estrictamente indispensable para hacer efectiva la expulsión (art. 70 y 71) y que se ejecuta en las dependencias de la Dirección Nacional de Migraciones (DNM) o donde esta lo disponga (art. 72). En Colombia, se autoriza una retención para los casos de deportación y expulsión ante las autoridades migratorias cuando por sus antecedentes o conducta la persona extranjera se considere peligrosa o se presuma que eludirá el cumplimiento de la sanción (art. 93 del Decreto 2268), sin especificarse el plazo ni el lugar en el que se ejecuta dicha retención. En México, la privación de libertad que se aplica en todos los casos –con fines de deportación, regularización migratoria o retorno asistido– es denominada «alojamiento» y se ejecuta en las denominadas estaciones migratorias; el plazo inicial en que se puede aplicar es de 15 días hábiles, ampliable en principio a 60 y determinado en todo caso por la autoridad administrativa, sin intervención judicial alguna (art. 111 de la Ley de Migración). En los casos de Chile y Perú, no está prevista legalmente ninguna medida como las antes descritas, a pesar de que en Chile sí se puede señalar a la persona extranjera una localidad de permanencia obligada en el procedimiento de expulsión (art. 82). Asimismo, debe nombrarse, la ley ecuatoriana, que de manera expresa prohíbe la privación o restricciones al derecho a la libertad personal con el objetivo de hacer efectiva la deportación; la legislación de este país opta por medidas alternativas, como la presentación periódica o el pago de una caución monetaria (art. 145). En el mismo sentido opera la ley brasileña de 2017. 


			Por lo que se refiere a las garantías frente a la expulsión, resulta fundamental el reconocimiento del derecho de defensa, al que se vinculan directa y muy especialmente la asesoría jurídica y el control independiente de la discrecionalidad administrativa, así como la supervisión del cumplimiento estricto del principio de legalidad. Estas garantías constituyen elementos esenciales para una comprensión más amplia de la regulación de las expulsiones, a pesar de que –como puede observarse a lo largo del libro– tales garantías no siempre están reconocidas por las legislaciones nacionales. En lo que se refiere a la posterior intervención judicial de control –que se sitúa como la vía que cerraría el círculo de garantías frente a los procedimientos de expulsión–, si bien está prevista en la gran mayoría de países, su intervención no siempre tiene el nivel de efectividad deseado. Así, por ejemplo, en Chile la posibilidad de recurrir a una orden de expulsión es excepcional. En otras ocasiones, la intervención judicial se limita a controles formales y opera de manera automática, de manera que la ausencia del respectivo permiso de residencia se sobrepone a otros intereses, como el tiempo de residencia o el grado de integración de la persona. En México, el papel de los tribunales hasta el momento ha sido muy tímido, no hay una línea jurisprudencial sobre la protección de los derechos de las personas con órdenes de expulsión. En el caso de Argentina, los altos tribunales aplican el test de razonabilidad o ponderación en casos de expulsiones de personas con más de 20 años de residencia, pero no es una postura que suele seguirse por tribunales inferiores. 


			Entrando en el detalle de algunas regulaciones nacionales, llama por ejemplo la atención que Chile sea el único país de los aquí analizados que sanciona penalmente el ingreso «clandestino», al prever la ley una pena de presidio menor en su grado máximo (art. 68 y 69) para esos casos, aunque no así cuando se permanece en el país después de haber vencido los documentos que autorizaban la estancia, pues eso se sanciona inicialmente con multa, aunque se puede llegar a la expulsión.


			También es de destacar que tanto la Ley de Migración de México como la Ley de Migraciones de Argentina, a pesar de ser normas originalmente de carácter administrativo, recogen en su articulado las conductas que se consideran delictivas y, por tanto, sancionables penalmente. Esto es, contemplan lo que podríamos denominar de manera genérica una suerte de derecho penal de la migración. Si bien es cierto que las conductas que en general se consideran punibles están más bien dirigidas a los actos que vulneran los derechos de las personas migrantes o a aquellas conductas que estimulan o facilitan la entrada o estancia sin autorización en el país y no a otro tipo de incumplimientos de la ley, el hecho de que estén previstas en la ley que regula la migración parece un poco extraño en el contexto de la naturaleza que tienen dichas leyes, pues lo normal sería efectuar las correspondientes remisiones al código penal.


			Para concluir este tema, recordemos aquí, como lo hacíamos en la presentación, que los términos deportación y expulsión no son sinónimos, ni se originan por los mismos supuestos en todos los países latinoamericanos, aunque la consecuencia última sí sea la misma: asegurar que la persona abandone el territorio del país. Así, por ejemplo, en Brasil, Colombia, Ecuador y México, la deportación es una sanción que se aplica a las personas extranjeras por el incumplimiento o violación de normas migratorias o estrechamente relacionadas con estas, como podría ser la entrada y estancia sin autorización. Mientras tanto, la expulsión en los casos de Colombia (art. 89 a 91 del Decreto 2268) y Ecuador (art. 147) se vincula con la condena penal que hayan recibido las personas extranjeras. Sin embargo, en el caso de Colombia, y de forma parecida en Brasil (art. 65 a 75), también se puede aplicar la expulsión cuando el extranjero represente un peligro para la seguridad o el orden público o haya cometido algunos delitos específicos. En México (art. 33 constitucional), la expulsión también puede aplicarse respecto de determinadas actividades prohibidas a las personas extranjeras y vinculadas a la participación política. Esto no solo demuestra que deportación y expulsión pueden tener significados e implicaciones distintos en cada país, sino también refleja percepciones diferentes sobre la naturaleza y el alcance de las medidas de alejamiento de extranjeros. 


			1.7	Políticas migratorias e integración 


			A partir de los estudios que componen este volumen, se deduce que la integración de la inmigración, aunque en los últimos años figura entre las prioridades de las agendas de los organismos de integración supranacional y es mencionada entre los objetivos a alcanzar en algunos de los Estados, sigue sin contar con un marco político o normativo de referencia, como sí puede existir en otros ámbitos regionales. Como decimos, la integración se mencionaba entre las áreas de acción de la II CSM en Chile en 2001 y se ha vinculado en posteriores encuentros al disfrute del derecho de residencia así como a la asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes, pero no emerge efectivamente como una cuestión central hasta las conferencias de 2006 y 2007, donde se planteó la necesidad de garantizar la inserción efectiva de los migrantes en las sociedades de acogida16. Sin embargo, la sociedad civil sigue reclamando que estas cuestiones sean abordadas17. 


			El Mercosur se ha aproximado más bien indirectamente a la integración al trascender el enfoque inicial centrado en el control migratorio, especialmente fronterizo, y facilitar el acceso a los derechos sociales, dado que regula la movilidad de las cotizaciones y prestaciones de seguridad social en 1998 o consolida derechos laborales mediante la «Declaración sociolaboral» en 2001. Posteriormente, profundizó la integración con el «Acuerdo de residencia» y los acuerdos de regularización. El «Acuerdo de residencia» es sin duda la norma que incorporó mejoras sustanciales en todos los ordenamientos de los Estados sobre las condiciones de residencia y de igualdad de derechos civiles, sociales y laborales. No obstante, en estos momentos la crisis en que se encuentra el Mercosur ha trasladado su inacción al paso siguiente que se había fijado en su «Plan de acción de ciudadanía».


			Con menor intensidad, puede decirse algo semejante de la CAN, que con su Sistema Andino de Seguridad Social o con el IAML ha avanzado en la protección social de los trabajadores migrantes. Por su parte, la CIDH, si bien no se ha posicionado exactamente sobre el concepto de integración, sí ha afirmado que determinadas formas de discriminación pueden constituir un elemento cultural central que impida la integración social y cultural y la proyección de tal principio sobre los extranjeros irregulares. No obstante, aunque todos estos avances ponen las bases para avanzar en un enfoque compartido sobre la integración, esta sigue siendo una cuestión periférica a los planteamientos de las organizaciones supranacionales.


			Lo mismo puede decirse de la mayor parte de Estados analizados, donde cuesta encontrar un enfoque mínimamente consistente y articulado en materia de integración. Ello no significa que esta noción no opere como orientadora de muchas de las acciones de los poderes públicos, pero sí que la misma no cuenta con un marco político o normativo de referencia por parte de tales poderes y por ello las intervenciones en este ámbito son de carácter fragmentario y la tendencia es atribuir a las administraciones locales la actuación en esta materia. Dicho contraste se observa tanto en países que mantienen un marco legislativo de extranjería establecido en contextos históricos muy distintos y marcados por un enfoque securitario, como Brasil, pero paradójicamente también en países que han modificado su normativa más reciente, como la nueva «Ley orgánica de movilidad humana» de Ecuador, que justamente atribuye al nivel local las cuestiones relacionadas con la integración de la población migrante, reconociendo competencias generales y poco detalladas sin una estructura de apoyo ni directrices sustantivas sobre la orientación de tales políticas. 


			Por su parte, Chile discutió un proyecto de ley bajo el Gobierno de la presidenta Bachelet18 y otro bajo el actual Gobierno del presidente Piñeira. En este último, apenas se menciona la integración y no se define sus elementos principales19; además, la gestión migratoria continúa bajo la égida de ministerios más inclinados hacia el enfoque de la seguridad, a pesar de que las bases teóricas para un cambio de perspectiva estaban abiertas e incluso el propio Tribunal Constitucional ha respaldado la necesidad de avanzar hacia nuevos estándares, lo cual comporta que el enfoque predominante sobre integración siga siendo limitado y parcial, en ausencia además de una Política Nacional de Extranjería o Migratoria. Esto ocurre a pesar de que Chile está emprendiendo acciones de integración de la inmigración en número cada vez más relevante que implican a distintos servicios públicos, Gobiernos regionales y entes locales en materia de salud, educación o vivienda. 


			La excepción puede ser en este punto Perú, cuyo Decreto Legislativo 1350 (2017) incluye la integración social como uno de los tres principios que articulan la legislación migratoria y, además, la vincula a la regularización de su estatuto, la protección de sus derechos con pleno respeto a su dignidad –incluyendo salud, educación y trabajo en régimen de igualdad con los nacionales y en los términos de la propia norma–, así como el derecho a la vida en familia, mientras que el reglamento extiende su acceso a prestaciones y servicios sociales. También Argentina ha regulado las acciones concretas en las que se traduce la acción pública orientada a la integración social de la inmigración en términos de derechos, formación –incluida la lingüística en castellano– y protección y promoción de sus rasgos culturales, religiosos, etc., si bien el despliegue de las mismas en los diferentes niveles merece una valoración relativamente crítica.


			Es verdad que este primer análisis debe matizarse notablemente, puesto que en materia de políticas de integración y movilidad regional, dados los rasgos históricos y culturales comunes a la mayor parte de Estados latinoamericanos, determinadas actuaciones que se sitúan típicamente en el ámbito de la integración, como es el aprendizaje de la lengua nacional, no resultan necesarias. En este sentido, las políticas de integración se encuadran en una perspectiva más amplia vinculada a políticas más complejas y de largo alcance, como las garantías al acceso a derechos (especialmente sociales, como vivienda, trabajo, salud o educación), el reconocimiento y la estabilidad de la residencia y la lucha contra el racismo y la xenofobia. Se trata de ámbitos específicos a los que habrá que remitirse para valorar si los esfuerzos por parte de los Estados por avanzar en esta materia se reflejan en resultados tangibles más allá de los deseos expresados en los preámbulos de los textos normativos.


			Por otro lado, dentro del grupo de países que mantienen marcos legislativos propios de otros contextos históricos, como Brasil, la persistencia de un marco jurídico restrictivo para la actividad económica y política de los residentes dificulta su efectiva integración en este estadio más básico, a pesar de sus esfuerzos para adoptar medidas proactivas de integración, especialmente respecto de los refugiados. Es en razón de esa necesidad de establecer un marco que facilite la igualdad que emergen en algunos Estados organismos nacionales para superar la desigualdad estructural que sufren los inmigrantes, como puede observarse en el caso de Ecuador y su Consejo Nacional de Igualdad, encargado de generar políticas públicas en el ámbito de la movilidad y la igualdad, aunque carezca de potestades de coordinación entre administraciones. 


			Más allá de las cláusulas generales de igualdad en la Constitución y las leyes, muchas normas de extranjería o inmigración adolecen de cláusulas antidiscriminatorias respecto de los extranjeros, siendo esta una de las críticas apuntadas respecto del Decreto Legislativo 1350 del Perú, lo cual no deja de constituir una limitación, habida cuenta de la existencia de diversas plataformas estatales de lucha contra el racismo que podrían beneficiarse de tales cláusulas para ampliar su radio de acción.


			Todo lo anterior apunta hacia la existencia de notables retos en la construcción de dinámicas potencialmente transformadoras que coadyuven a la integración social, situándose el debate teórico y político en un estadio relativamente preliminar, visto su papel todavía secundario entre las preocupaciones de los legisladores que se han ocupado de ello en épocas recientes. Con todo, algunos Estados empiezan a ser conscientes de que esta es una cuestión clave a afrontar y han dado pasos importantes para fijar las bases de un régimen jurídico más estable, el reconocimiento de derechos –incluidos los sociales– (Ecuador, Perú) y medidas de promoción de la igualdad (Ecuador, Perú). Incluso algunos países cuentan con un marco embrionario de medidas de integración (Argentina, Chile, Perú y, en cierta medida, Brasil), aunque las mismas todavía requieran una mayor articulación y desarrollo. Mientras tanto, en otros países (México, Colombia) se avanza en algunos de los aspectos anteriores, pero no en una perspectiva general de integración, siendo esta una cuestión cuyo debate político o legislativo apenas ha iniciado su andadura.


			Conclusión


			Los países latinoamericanos se ven crecientemente interpelados por una tendencia general en los últimos años al incremento de los flujos migratorios intrarregionales, fenómeno que ha generado algunos avances significativos en términos de una creciente regulación por parte de las instituciones nacionales y de procesos supranacionales para dotarse de un marco normativo de movilidad más claro y sólido. En esta dirección, la gran mayoría de Estados latinoamericanos han promulgado nuevas legislaciones, dejando atrás la política legislativa de la represión o la indiferencia. También cabe resaltar que el «Acuerdo de residencia» del Mercosur representa la puesta en escena del proceso de integración regional en materia de migraciones. En todo caso, estos avances en términos legislativos y regionales en temas como concesiones de visados, autorizaciones de residencia, procesos de regularización administrativa e impugnación frente a órdenes de deportación o expulsiones, entre otros, están condicionados a un adecuado desarrollo reglamentario y, muy especialmente, a la modernización y actualización de los sistemas de gestión administrativa. En los Estados latinoamericanos, la práctica en la gestión administrativa de extranjería se ha caracterizado por la configuración de grandes espacios de discrecionalidad que devienen en arbitrariedad. En este sentido, los procesos de modernización legislativa llevados a cabo dependen en gran medida de la transformación y reorganización administrativa y presupuestaria, de la colaboración interadministrativa y de la aplicación de las garantías y los principios administrativos al campo de la gestión migratoria. 


			También resulta oportuno destacar que el alcance de la regulación normativa en materias como el reconocimiento de derechos, la irregularidad, el acceso al mercado laboral, la garantía del principio de igualdad y la discriminación o la lucha contra el racismo y la xenofobia dependerá en gran medida de la elaboración y planificación de políticas públicas a través de la creación de programas y servicios especializados y de instrumentos de respuesta rápida frente a las crisis regionales, entre otros. Sin duda, el principal reto al que se enfrentan los países de la región latinoamericana, con bagajes relativamente distintos y tras el inicio de un proceso de modernización normativa, es la reorganización administrativa de la inmigración, el destino de partidas presupuestarias para el desarrollo de programas en materia de inmigración e integración y la configuración de políticas públicas.


			Por otra parte, las recientes crisis en Venezuela y Nicaragua demuestran también que, desde una perspectiva de asilo, de refugio y propiamente de protección temporal, la respuesta aislada de los Estados es insuficiente para abordar el reto de hacer frente a grandes crisis humanitarias. No obstante, aunque no cabe descartar reacciones autoritarias o xenófobas, debería calar la necesidad de instituir mecanismos comunes de colaboración. En un espacio de libre movilidad regional, las acciones unilaterales de los Estados resultan no solo perjudiciales sino ineficaces. En este campo, la planificación de respuestas comunes y coordinadas en el marco de instituciones supranacionales –como, por ejemplo, el Mercosur– es necesaria, así como la institución de procedimientos e instrumentos de coordinación y colaboración multinivel. Este reto tiene un largo camino recorrido, aunque con un balance un tanto diverso. Curiosamente, la existencia de disposiciones internacionales de carácter regional ha favorecido una regulación con sustantividad propia precisamente en el ámbito del asilo y marcada por la «Declaración de Cartagena», que entronca con una larga tradición histórica y que ha actuado de aglutinante –junto con el «Convenio de Ginebra»– de las distintas regulaciones nacionales, revitalizadas en los últimas décadas, aunque sin duda deberán desplegarse y actualizarse para hacer frente a los retos actuales. 


			Sin embargo, el reto de la migración forzada en la región demuestra que los Estados no están dando aplicación a la «Declaración de Cartagena» pese a que el desplazamiento de ciudadanos venezolanos cumple con tres de los criterios recogidos en la definición de refugiado de tal declaración: violencia generalizada, vulneración masiva de derechos humanos y otras circunstancias que han perturbado gravemente el orden público. La respuesta de los Estados no ha sido la de garantizar el estatuto de refugiado por entender que se cumplen los requisitos de Cartagena, sino que las acciones para garantizar la residencia se han dirigido o vehiculizado por vía de la legislación de extranjería a través de permisos especiales y regularizaciones, destacando también para otro grupo de países la aplicación de manera excepcional del régimen del Mercosur e incluso la vía de la expulsión y sanciones (Acosta, Blouin, & Freier, 2019). El reto se encuentra entonces en abandonar la vía de la legislación de extranjería, cuyo alcance en términos de derechos es mucho mas limitado y selectivo, y desarrollar un sistema de visados y residencias humanitarias en el marco de un sistema de protección marcado por la «Declaración de Cartagena».
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					1	Véase a este respecto, de J. Martínez Pizarro, M. V. Cano Christiny y M. S. Contrucci: «Tendencias y patrones de la migración latinoamericana y caribeña hacia 2010 y desafíos para una agenda regional» (2014); y, de A. Pellegrino: «La migración internacional en América Latina y el Caribe: tendencias y perfiles de los migrantes» (2003). Para una contextualización sintética y actualizada, puede leerse de V. H. Rentería Pedraza: «Panorama socioeconómico de la migración internacional originada en América Latina y el Caribe: estado de la cuestión» (2015). Para profundizar en los datos de la región latinoamericana, consúltense los informes del Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Internacional en las Américas (Sicremi), en particular, el «Tercer informe del Sicremi» (2015). Igualmente, puede consultarse el banco de datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) y del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (Celade).


				


				

					2	De acuerdo al Pew Research Center (López & Patten, 2015), en 2013 se encontraban en Estados Unidos un total de 53,96 millones de personas de origen latino, entre los que había: 34,58 millones de mexicanos (64,1% latinos en Estados Unidos); 1,98 millones de cubanos (3,7% latinos); 1,97 millones de salvadoreños (3,7% latinos); 1,78 millones de dominicanos (3,3% latinos); 1,30 millones de guatemaltecos (2,4% latinos); 1,07 millones de colombianos (2% latinos), etc. Puede consultarse el resto de cifras en la fuente aludida.


				


				

					3	Que incluso evolucionaron en mecanismos de coordinación mutua, como la Operación Cóndor.


				


				

					4	Por ejemplo, la legislación venezolana excluía ya en 1840 a los «perjudiciales al país», si bien no terminó de definirlos hasta las leyes de inmigración de 1912-1918, donde se incluía: «1° Los individuos que no sean de raza europea o insulares de raza amarilla del hemisferio Norte; 2° Los individuos mayores de sesenta años […]; 3° Los individuos de malas costumbres, los vagos, los que no tengan profesión honesta, ni los lisiados con incapacidad que los constituya una carga pública, ni los que padezcan enfermedades contagiosas; 4° Los que hayan sido condenados a presidio y no hayan obtenido rehabilitación según las leyes de su país, excepto por causas políticas».


				


				

					5	En adelante: art.


				


				

					6	Por ejemplo, la «Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares» de Naciones Unidas, que ha sido ratificada por la gran mayoría de los países latinoamericanos.


				


				

					7	en Chile los cambios legislativos más profundos reposan sobre «instructivos» que no dejan de ser directrices infrarreglamentarias. 


				


				

					8	Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú y Uruguay. No lo ha hecho Brasil, como se detalla en el presente volumen.


				


				

					9	La declaración amplía la «Convención de la ONU» de 1951 considerando también como refugiados a «las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público».


				


				

					10	En 1994 (10° aniversario), se adoptó la «Declaración de San José sobre refugiados y personas desplazadas», en la que se amplía el nivel de protección a la situación de los desplazados internos. En el año 2004 (20° aniversario), se establece la «Declaración de México» y por primera vez se crea un Plan de Acción regional («Plan de acción de México»), que introdujo «programas de solidaridad» que han promovido la protección y el logro de soluciones duraderas.


				


				

					11	Es de anotar que, a pesar de que estas reuniones se produjeron por regiones, existían redes a nivel de naciones que establecían sus propuestas desde las necesidades locales y eran más tarde sometidas a consenso en las reuniones regionales.


				


				

					12	Ello supone una gran mayoría, teniendo en cuenta que el continente comprende 35 países.


				


				

					13	El asilo territorial fue reconocido desde su inclusión en el «Tratado de derecho penal internacional» de Montevideo de 1889 y sería sistemáticamente incorporado en las siguientes convenciones: «Convención sobre asilo» (La Habana, 1928), «Convención sobre asilo político» (Montevideo, 1933), «Tratado sobre asilo y refugio político» (Montevideo, 1939), «Tratado de derecho penal internacional» (Montevideo, 1940), «Convención sobre asilo territorial» y «Convención de asilo diplomático» (ambas de Caracas, 1954); además de la «Convención americana de los derechos humanos» (San José, 1969) y, finalmente, la «Declaración de Cartagena» (Cartagena de Indias, 1984).


				


				

					14	Art. 1 de la «Convención de Caracas sobre asilo diplomático» (1950). La idea del asilo diplomático estaba pensada como trampolín del asilo territorial. De esta manera, una persona podía ser amparada temporalmente en una de estas ubicaciones con el objetivo de lograr el traslado al territorio del Estado que concede la protección, en cuyo caso, ella procedería a solicitar el propio asilo territorial. Inicialmente, el asilo diplomático se basaba en una aplicación extraterritorial de soberanía. No obstante, Naciones Unidas encontró que esta aplicación lesionaba el principio mismo de soberanía, lo que provocó un cambio en su concepción, que podría permitir su mantenimiento, justificándolo posteriormente en base al principio de inviolabilidad de las sedes diplomáticas. 


				


				

					15	Por ejemplo, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Refugiados (Acnur; 2014) ha señalado que «la inclusión de procedimientos de pre-admisibilidad, de plazos sumamente cortos para la presentación de solicitudes y la regulación de procedimientos acelerados para solicitudes fraudulentas o manifiestamente infundadas o abusivas sin las debidas salvaguardas procedimentales, podrían contravenir el derecho de buscar y recibir asilo, tal y como contemplado en los instrumentos interamericanos de derechos humanos». 


				


				

					16	Para una revisión de la evolución de las conferencias y sus contenidos, puede verse el artículo de C. Doña y M. Feddersen «Regímenes internacionales migratorios: la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones», en este volumen.


				


				

					17	«Declaración de las organizaciones de la sociedad civil ante la XIV Conferencia Suramericana de Migraciones» (2004). 


				


				

					18	«Proyecto de ley de inmigración y extranjería», remitido al Congreso el 4 de junio de 2013 (ver: https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9377&prmBoletin=8970-06).


				


				

					19	Salvo en su art. 131.h), para indicar que el Ministerio del Interior y de Seguridad Pública será responsable de «dictar normas para su integración». El proyecto de ley se remitió en agosto de 2017 al Congreso de los Diputados, donde se encontraba en tramitación al momento de redactar este análisis (ver: https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=11905). 
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